
Santiago, nueve de septiembre de dos mil veintidós. 

Vistos:

En  estos  autos  RIT  O-7.011-2019,  RUC  1940223991-6,  del  Segundo 

Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago, por sentencia de veintisiete de octubre 

de dos mil veinte, se rechazó la demanda declarativa de relación laboral, despido 

injustificado  y  nulo,  y  cobro  de  prestaciones  adeudadas,  deducida  por  doña 

Carolina Yolanda Cumsille Atala en contra de la Municipalidad de Huechuraba.

La demandante presentó recurso de nulidad que fue acogido por la Corte 

de  Apelaciones  de  Santiago,  mediante  sentencia  de  dos  de  julio  de  dos  mil 

veintiuno, y decidió, en la de reemplazo, dar lugar a la demanda, declarando que 

entre  las  partes  existió  una relación  de  carácter  laboral  y  que  el  despido fue 

injustificado, por lo que condenó a la demandada a pagar las prestaciones que se 

indican en  lo  resolutivo,  eximiéndola  de la  sanción  prevista  en  el  artículo  162 

incisos quinto y séptimo del Código del Trabajo. 

En contra de este fallo, ambas partes interpusieron recursos de unificación 

de jurisprudencia.

Se ordenó traer los autos en relación.

Considerando:

En  cuanto  al  recurso  de  unificación  de  jurisprudencia  de  la 

demandante.

Primero: Que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 483 y 483-A 

del Código del Trabajo, el recurso de unificación procede cuando respecto de la 

materia de derecho objeto del juicio, existen distintas interpretaciones sostenidas 

en uno o más fallos firmes emanados de los tribunales superiores de justicia.  La 

presentación debe contener fundamentos plausibles, incluir una relación precisa y 

circunstanciada de las divergencias jurisprudenciales y acompañar copia del o de 

los fallos que se invocan como criterios de referencia.

Segundo: Que la materia de derecho propuesta consiste en determinar la 

procedencia  de la nulidad del  despido cuando se reconoce en la sentencia  el  

carácter laboral de una relación estatutaria y la demandada adeuda cotizaciones 

de  seguridad  social,  devengadas  durante  el  tiempo  en  que  las  partes 

permanecieron  vinculadas  mediante  sucesivos  contratos  a  honorarios, 

considerando la naturaleza declarativa de tal resolución y porque el único requisito 

consiste en acreditar la deuda previsional, argumentación similar a la de los cuatro 

fallos que acompaña para confrontar el impugnado, que rechazó esta pretensión, 
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por cuanto la demandada no pudo efectuar los descuentos legales, considerando 

la forma contractual vigente, por lo que estaba impedida de apropiarse de estos 

fondos.  

Tercero: Que, si bien puede sostenerse que la sentencia que reconoce la 

existencia de una relación laboral,  es de evidente naturaleza declarativa, y que 

procede sancionar al empleador que dejó de pagar en forma íntegra y oportuna las 

cotizaciones previsionales con la nulidad del despido, tal conclusión varía cuando 

se trata de contratos a honorarios celebrados por una persona natural con órganos 

de la Administración del Estado, puesto que, en tales casos, concurre un elemento 

que permite diferenciar  su aplicación,  porque surgen al  amparo de un estatuto 

determinado que les concede una inicial  presunción de legalidad, particularidad 

que excluye la hipótesis prevista para sancionar al empleador que incurre en mora 

previsional, condenándolo a pagar las prestaciones contempladas para el despido 

declarado nulo, que excluye la idea de simulación o fraude de quien intenta ocultar 

una relación laboral, abstrayéndose de la normativa contenida en el Código del 

Trabajo, contravención que justifica el castigo previsto en su artículo 162. 

Cuarto: Que, en consecuencia, la aplicación en estos casos de la sanción 

referida  se  desnaturaliza,  porque  los  órganos  del  Estado  no  cuentan  con  la 

capacidad de convalidar libremente el despido en la oportunidad que decidan, por 

cuanto requieren, por regla general, de un pronunciamiento judicial condenatorio 

firme, presupuesto que grava en forma desigual al ente público, convirtiéndose en 

una alternativa indemnizatoria adicional y desmesurada, incluso sustituyendo a las 

que son propias del despido indebido, por lo que no procede imponerla cuando la 

relación laboral se establece judicialmente con la Administración. 

Quinto: Que, esta comprensión del tema, lleva necesariamente a concluir 

que el fallo impugnado coincide con la postura que esta Corte considera correcta,  

no obstante su diversa fundamentación, por cuanto el recurso de nulidad debía 

rechazarse, razones que permiten desestimar el de unificación deducido. 

En  cuanto  al  recurso  de  unificación  de  jurisprudencia  de  la 

demandada.

Sexto: Que, tal como se indicó en forma previa, y de conformidad con los 

artículos 483 y 483 A del Código del Trabajo, para que proceda este arbitrio, se 

requiere  que concurran  distintas  interpretaciones  sobre  una misma materia  de 

derecho,  contenidas  en  uno  o  más  fallos  firmes  emanados  de  los  tribunales 

superiores de justicia. 
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Séptimo: Que la materia de derecho propuesta consiste en determinar “ la  

normativa  que  rige  la  relación  entre  un  prestador  de  servicios  a  honorarios  

contratado por la Municipalidad bajo la normativa del artículo 4 de la ley 18.883”.

Para  la  recurrente,  el  artículo  4  de  la  Ley  N°18.883  permite  a  la 

municipalidad demandada contratar a honorarios, desestimando la aplicación en el 

fallo impugnado del principio de primacía de la realidad, que considera procedente 

sólo si la relación es de carácter laboral, sujeta a las normas del derecho común, y 

no  cuando  es  objeto  de  controversia,  resaltando  que  la  mantenida  con  la 

demandante fue de tipo estatutaria, conclusión que sostiene en los artículos 6 y 7 

de la Constitución Política de la República,  porque se trata de una repartición 

pública,  regida  por  los  principios  de  legalidad  y  juridicidad,  que  permite  sólo 

determinadas formas de contratación, excluyendo la objetada, constitutiva de una 

nueva modalidad de ingreso al servicio municipal, que no acepta la aplicación del  

Código  del  Trabajo,  en  especial  de  sus  artículos  159  a  161,  por  la  distinta 

naturaleza jurídica de las normas aplicables, razones por las que se debe rechazar 

la pretensión deducida por doña Carolina Yolanda Cumsille Atala.      

Octavo:  Que, para la procedencia del recurso de unificación, es requisito 

fundamental que existan distintas interpretaciones respecto de una misma materia 

de  derecho,  esto  es,  que  frente  a  hechos,  fundamentos  o  pretensiones 

sustancialmente  iguales  u  homologables,  se  sostengan  concepciones  o 

planteamientos jurídicos disímiles, que denoten una divergencia doctrinal que se 

deba uniformar.

En tal  sentido, para dar lugar  a este recurso,  se requiere analizar  si  los 

hechos establecidos en el pronunciamiento que se reprocha, subsumibles en las 

normas, reglas o principios cuestionados como objeto del arbitrio, son claramente 

homologables  con aquellos  contenidos en las sentencias  que se incorporan al 

recurso para su contraste. 

Así, la labor que corresponde a esta Corte se vincula con el esclarecimiento 

del sentido y alcance de la norma que resuelve la controversia, cuando se enfrenta 

con una situación equivalente a la de un fallo anterior en sentido diverso, decisión 

que dependerá del marco fáctico establecido en cada caso. 

Noveno: Que,  por  lo  expuesto,  se  deben  considerar  los  hechos 

comprobados en la instancia:

1.-La  demandante,  doña  Carolina  Yolanda  Cumsille  Atala,  técnico  en 

comercio exterior, suscribió sucesivos contratos a honorarios con la Municipalidad 
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de Huechuraba, vinculándose, sin solución de continuidad, desde el 1 de agosto 

de 2016 al 30 de agosto de 2019.

2.- La demandante debía concurrir al Departamento de Recursos Humanos, 

de lunes a viernes, desde las 8:30 a 17:30 horas, donde cumplía funciones como 

secretaria  de  su  jefatura  directa  y  debía  realizar  labores  de  apoyo  en  otras 

unidades dentro de la Municipalidad de Hechuraba, relacionadas con concursos 

públicos,  archivo  y  fotocopias;  ejecutaba  actividades  administrativas  como 

recepcionista  y  de acompañante  de sus jefas  a reuniones;  además,  ingresaba 

documentos a intranet, confeccionaba ordinarios y memos, y cuando se requería, 

su jornada podía prolongarse fuera del horario previsto en los contratos. 

3.- Estas labores las cumplió en la oficina de recursos humanos, ubicada en 

calle Nobel N°5.555 de la comuna de Huechuraba, inmueble que además alojaba 

a las Direcciones de Seguridad y Bienestar de la Municipalidad. 

4.- La demandante cumplía las funciones descritas bajo la subordinación y 

dependencia de doña Verónica Córdova y doña Jacinta Robles, quienes debían 

aprobar un informe trimestral de sus actividades, denominado “cometido”, requisito 

previo para obtener el pago de la retribución mensual pactada, de $828.000. 

Sobre  la  base  de los  hechos  descritos,  la  judicatura  determinó  que  las 

labores desempeñadas en la práctica por la demandante no constituían cometidos 

específicos, por cuanto cumplía funciones propias, permanentes y habituales de la 

Municipalidad de Huechuraba,  excediendo el  contenido de la norma estatutaria 

que permitió su contratación a honorarios, declarando, que por supletoriedad, se 

trataba de una relación sujeta a las disposiciones del Código del Trabajo, según lo 

dispuesto en sus artículos 1 inciso tercero, 7 y 8, puesto que en su labor diaria, 

permaneció  sujeta  a  la  subordinación  e  instrucciones  impartidas  por  su  jefa 

directa, por su jefatura, careciendo, por tanto, de algún grado de discrecionalidad 

en el ejercicio de la función contratada, como supone la modalidad defendida por 

la  demandada,  fundamentos  considerados  suficientes  para  dar  lugar  a  la 

demanda, excepto en el aspecto analizado.  

Décimo:  Que, para dilucidar esta controversia, se debe tener presente el 

criterio permanente expuesto por esta Corte, en el sentido que el artículo 4 de la 

Ley  N°18.883  establece  la  posibilidad  de  contratar  a  honorarios  a  personas 

naturales  como  un  mecanismo  a  través  del  cual  las  municipalidades  pueden 

obtener  la  asesoría  de  expertos  en  determinadas  materias,  cuando  necesitan 
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llevar  a  cabo  labores  propias  y  que  presentan  el  carácter  de  ocasionales, 

específicas, puntuales y no habituales.

De este modo, corresponden a una modalidad de prestación de servicios, 

que no confiere a quien los desarrolla la calidad de funcionario público, rigiéndose 

por las cláusulas contenidas en el respectivo contrato. Sin embargo, en el caso 

que  las  labores  realizadas  excedan  los  términos  que  establece  la  normativa 

aplicable, revelando caracteres propios del vínculo laboral reglado en el Código 

del  Trabajo,  será  este  cuerpo  normativo  el  que  regirá  a  las  partes,  por  no 

enmarcarse las pactadas en la hipótesis estricta que acepta el citado artículo 4.

Undécimo: Que,  contrastado tal  razonamiento con el  contenido del  fallo 

impugnado, en especial, con los hechos establecidos por la judicatura del  fondo, 

es claro que los servicios prestados por la demandante, además de no coincidir 

con el marco regulatorio de la contratación a honorarios, dan cuenta de elementos 

que revelan con claridad la existencia de un vínculo laboral, atendido el desarrollo 

práctico  que en la  realidad concreta  tuvo la  relación  descrita  entre  las  partes, 

puesto  que  se  acreditaron  indicios  que  demuestran  la  correcta  aplicación  del 

artículo  7  del  Código  del  Trabajo,  por  permanecer  la  demandante  sujeta  a 

dependencia y subordinación de la demandada, cumpliendo funciones genéricas y 

propias del servicio, por las que percibía una retribución mensual, en condiciones 

disímiles  a  las  de  que  no  pueden  considerarse  como  servicios  sujetos  a  las 

características de especificidad y no habitualidad exigidas en el artículo 4 de la 

Ley N°18.883, o desarrolladas en la condición de acotada temporalidad que indica; 

concluyéndose, por tanto, que el existente entre las partes fue de orden laboral.

Duodécimo:  Que,  de  esta  manera,  si  bien  se  constata  la  disparidad 

jurisprudencial  denunciada  por  la  recurrente,  en  cuanto  a  la  interpretación  y 

aplicación  dada  a  los  preceptos  señalados  en  el  fallo  impugnado  y  los 

acompañados, no constituye la hipótesis prevista por el legislador para que esta 

Corte por la vía del presente recurso, invalide la sentencia de nulidad y altere lo 

decidido, por cuanto los razonamientos que contiene para acoger la pretensión de 

la  demandante  se  ajustaron  a  derecho,  por  lo  que  el  arbitrio  intentado  será 

desestimado.

Por  estas  consideraciones  y  disposiciones  citadas,  se  rechazan los 

recursos de unificación de jurisprudencia interpuestos en contra de la sentencia de 

dos de julio de dos mil veintiuno, dictada por la Corte de Apelaciones de Santiago. 
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Acordada la decisión de rechazar el recurso de unificación de jurisprudencia 

deducido  por  la  demandante,  con  el  voto  en  contra de  la  ministra  señora 

Chevesich,  por  cuanto  considera  procedente  la  aplicación  de  la  denominada 

sanción de nulidad del despido, en el caso que la relación laboral sea establecida 

en la sentencia de la instancia, que, por su naturaleza declarativa, reconoce una 

situación fáctica cuyos efectos se extienden hasta su inicio, cuando en los hechos 

comenzó el vínculo de trabajo, sin importar la naturaleza o estatuto de la persona 

o entidad demandada.

Regístrese y devuélvase. 

Rol N°52.897-2021.-

Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por los Ministros 

señoras Gloría Ana Chevesich R., Andrea Muñoz  S., María Cristina Gajardo H., 

señor Diego Simpertigue L., y el ministro suplente señor Raúl Mera M. No firma el 

ministro suplente señor  Mera, no obstante haber concurrido a la vista y al acuerdo 

de la causa, por haber terminado su periodo de suplencia.  Santiago, nueve de 

septiembre de dos mil veintidós. 
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En Santiago, a nueve de septiembre de dos mil veintidós, se incluyó en el
Estado Diario la resolución precedente.
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